




 

Principios que norman los pensamientos, las acciones y las conductas humanas y que las orientan al 

correcto, honorable y adecuado cumplimiento de las funciones públicas. 

e) Transparencia 

Actuar de manera accesible, para que toda persona natural o jurídica que tenga interés legítimo, pueda 

conocer de los procesos de adquisición y contratación que desarrollan las instituciones y si las 

actuaciones del servidor público son apegadas a la Ley, a la eficiencia, a la eficacia y a la 

responsabilidad. 

f) Imparcialidad 

Actuar con objetividad y sin designio anticipado en favor o en contra de alguien, permitiendo juzgar o 

proceder con rectitud. 

g) Probidad 

Actuar con honradez, integridad, rectitud, respeto y sobriedad. 

h) Centralización normativa y Descentralización operativa 

Centralización normativa: Facultad de la UNAC de ejercer en forma centralizada la formulación de 

lineamientos o directrices de carácter normativo que requieran las UACIS en la aplicación de la LACAP 

y el presente Reglamento. 

Descentralización operativa: Facultad de las instituciones de proceder con independencia y 

responsabilidad en la aplicación de la LACAP y este Reglamento. 

i) Racionalidad del Gasto Público 

Utilizar eficientemente los recursos en las adquisiciones y contrataciones de las obras, bienes y 

servicios necesarios para el cumplimiento de las facultades, deberes y obligaciones que corresponden 

a las instituciones. 

 

PARTICIPACION CONJUNTA DE OFERENTES 

Art. 4.- Para los efectos del Art. 2, letra a) de la LACAP, las personas naturales o jurídicas que oferten con 

la Administración Pública deberán acreditar ante la institución contratante la existencia del acuerdo de 

participación conjunta celebrado por escritura pública, en la cual deberá nombrarse un representante y regular 

entre los requisitos básicos, las obligaciones entre los integrantes de la participación conjunta y los alcances de 

la relación entre sí y con la Institución con la que se realizará el proceso de contratación. 

Únicamente para los efectos de la participación en forma conjunta, los oferentes deberán identificarse con 

un nombre al cual le deberán anteponer la expresión “Participación Conjunta de Oferentes”. 

En los procesos de libre gestión, las personas naturales o jurídicas que oferten con la Administración 

Pública bajo esta figura, podrán presentar una carta compromiso de constitución de la Participación Conjunta 

de Oferentes, lo cual deberán formalizar, si resultaren adjudicadas, presentando la escritura pública de 

Participación Conjunta de Oferentes, previo a la firma del contrato o a la emisión de la orden de compra. 

La forma de evaluación de las ofertas presentadas por la participación conjunta de oferentes, en sus 

aspectos legales, financieros y técnicos, deberá ser establecida claramente en los instrumentos de contratación, 

de conformidad al Art. 41 de la Ley, sujetándose a los lineamientos básicos que emita la UNAC. 

En la escritura pública de Participación Conjunta de Oferentes, deberá pactarse expresamente la 

responsabilidad solidaria de los integrantes del mismo, en todo lo relativo al procedimiento de contratación y 

ejecución del contrato. 

La eficacia de la adjudicación y por tanto, la suscripción del contrato con la Participación Conjunta de 

Oferentes, estarán condicionadas a la formalización del mismo. En caso que ésta no se constituya en tiempo, 

se adjudicará al segundo oferente mejor evaluado, en su caso. 





 

publicación de información que deba registrarse o publicarse dentro de un entorno de seguridad razonable; su 

uso es obligatorio para todas las instituciones y entidades sujetas a la citada Ley, según el artículo 2 de la 

misma. (1) 

El Sistema Electrónico de Compras Públicas, que podrá ser denominado COMPRASAL, contendrá entre 

otros, los siguientes componentes: transaccionales de divulgación, a través de un portal electrónico, de 

monitoreo y seguimiento por medio de un observatorio de compras públicas, asistencia y capacitación. El 

COMPRASAL será desarrollado e implementado en forma gradual, mediante fases evolutivas por la UNAC, 

para lo cual emitirá los lineamientos normativos y técnicos respectivos en cuanto a su administración, cobertura 

y otros que fuere necesario; así como la información y documentación que deba registrarse o publicarse en 

cada componente, desde la planificación, convocatorias, selección, adjudicación; resultado de procesos, 

contratación, seguimiento y liquidación, entre otras, respecto a todos los procesos de licitación, concurso, libre 

gestión, contratación directa y de todos los procesos de adquisición y contratación de obras, bienes y servicios. 

(1) 

 

REGISTRO NACIONAL DE ADQUISICIONES Y CONTRATACIONES DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 

Art. 9.- El Registro Nacional de Adquisiciones y Contrataciones de la Administración Pública es un elemento 

del Sistema Electrónico de Compras Públicas que contiene información de procesos, Oferentes, contratistas y 

toda la información relativa a las adquisiciones y contrataciones públicas, facilitando el reconocimiento del 

mercado de Oferentes y de los incumplimientos de los contratistas. En dicho Registro podrán inscribirse las 

personas naturales y jurídicas que desean participar en los procesos de contratación pública que corresponda, 

con la implementación de los protocolos de seguridad debidos. 

Para tales efectos, el Registro se implementará gradualmente y se estructurará por módulos, los cuales 

contendrán la información siguiente: 

I) Módulo de Registro de Oferentes y Contratistas, el cual contendrá: 

a) Los datos de las personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, que se registren y que 

sean potenciales Oferentes, o tengan la calidad de proveedores o contratistas; 

b) El registro de los contratos que se hayan celebrado o que estén en ejecución con las Instituciones 

de la Administración Pública; 

c) Antecedentes de incumplimientos contractuales, en su caso; si se encuentran inhabilitados o 

sancionados, los motivos que mediaron para la imposición de las sanciones, la fecha de 

vencimiento del plazo de la sanción y su cumplimiento; y, 

II) Módulo de expedientes consolidados de todas las adquisiciones y contrataciones que realice cada 

institución de la Administración Pública en cualquier modalidad. 

En el Registro se hará referencia sobre la clasificación del tipo de Oferente o contratista de que se trate, 



 

persona jurídica que se inscribe, así como la denominación o razón social, para el caso de las personas 

jurídicas; la clave que desea utilizar para ingresar al sistema; la clasificación del tamaño de la empresa, pudiendo 

ser micro, pequeña, mediana o grande; la nacionalidad; el Número de Identificación Tributaria; la dirección 



 

El control deberá contar al menos con un registro de entrada, almacenamiento y salida, con el objeto de 

prever la continuidad del suministro de bienes a los usuarios y evitar la interrupción de las tareas para las cuales 

son necesarios. Para tal efecto, cada Institución deberá adoptar una metodología para determinar la cantidad 

económica, racional y adecuada de existencias y de reposición, así mismo, utilizará la técnica de inventarios 

más apropiada al tipo de bien. 

 

CAPÍTULO III 

PROGRAMACIÓN Y PRESUPUESTACIÓN 

 

ELABORACIÓN DE LA PROGRAMACIÓN ANUAL 

Art. 14.- La elaboración de la programación anual de adquisiciones y contrataciones institucional, estará a 

cargo del Jefe UACI, en coordinación con la Unidad Financiera Institucional (UFI), tomando como base el 

proyecto de presupuesto de la Institución para el ejercicio siguiente con que se cuente a la fecha de la 

elaboración del programa. Al ser aprobado el presupuesto, se realizarán los ajustes que correspondan a la 

programación anual. 

Sin perjuicio de lo establecido en el Art. 16 de la Ley, para la elaboración de la Programación Anual, las 

instituciones deberán tomar en cuenta los aspectos siguientes: 

a) Los lineamientos emitidos por la UNAC para facilitar el manejo de la programación respecto al 

presupuesto; 

b) Las necesidades de obras, bienes o servicios requeridos en programas especiales, de apoyo 

administrativo y de inversiones de cada institución; 

c) Los requerimientos de mantenimiento de los bienes muebles e inmuebles que por su naturaleza así lo 

exijan; 

d) El costo estimado de las obras y de los bienes o servicios relacionados con las mismas, cuando se 

tengan elementos para determinarlos; 

e) Los permisos, autorizaciones y licencias que se requieran para la realización de las diversas obras, 

cuando su tramitación y obtención corresponda a la Institución contratante; 

f) Las potenciales prórrogas en los contratos que por su naturaleza puedan requerirlas, en la medida que 

las mismas sean previsibles; y, 

g) Las características de la región donde deba realizarse la obra pública, incluyendo condiciones 

ambientales, climáticas y geográficas, a efecto de definir el momento oportuno para su ejecución. 

 

CONTENIDO DE LA PROGRAMACIÓN ANUAL DE ADQUISICIONES Y CONTRATACIONES 

Art. 15.- En la programación anual de adquisiciones y contrataciones, las instituciones incluirán, por lo 

menos, los siguientes datos, para cada adquisición: 

a) Tipo o clase de obra, bien o servicio por adquirir o contratar, según el caso; 

b) El valor estimado de los bienes, servicios y obras que se van a adquirir o contratar; 

c) El mes estimado de adquisición o contratación, en el cual se prevé formalizar la misma; 

d) 



 

CARÁCTER PÚBLICO DE LA PROGRAMACION ANUAL DE ADQUISICIONES Y CONTRATACIONES 

Art. 16.- Las instituciones, a más tardar treinta días calendario después que su presupuesto haya sido 

aprobado por la Asamblea Legislativa o en su caso, por los Concejos Municipales, pondrán a disposición del 

público su programación anual de adquisiciones y contrataciones del período presupuestario siguiente. La 

misma deberá ser publicada íntegramente en el Sistema Electrónico de Compras Públicas y además, podrán 

utilizar las carteleras institucionales o los medios de comunicación físicos o tecnológicos de la Institución.







 

 

CAPÍTULO II 

CONTRATISTAS 

 

ACREDITACIÓN DE OFERENTES 

Art. 25.- La acreditación de los Oferentes se efectuará ante la Institución, conforme a la legislación 

secundaria, presentando como mínimo: 

a) Personas Jurídicas: Mediante la presentación del Testimonio de Escritura Pública de Constitución de 

la Sociedad y de cualquiera de sus modificaciones, debidamente inscritas en el Registro de Comercio 

del Centro Nacional de Registros (CNR) o donde corresponda y constancia de la respectiva matrícula 

de comercio vigente o la certificación que pruebe en forma fehaciente que aquélla está en trámite de 

ser concedida o renovada y cuando se tratare de persona jurídica extranjera, mediante la presentación 

de los instrumentos correspondientes debidamente legalizados y registrados, de conformidad a las 

normas de su país. 

b) Personas Naturales: Mediante la presentación del Documento Único de Identidad (DUI) y la tarjeta del 

Número de Identificación Tributaria (NIT). En el caso de extranjeros, Pasaporte o Carné de Residente 

vigente. Asimismo, cuando legalmente posean la calidad de comerciante individual y les sea aplicable, 

de conformidad al monto de su activo, deberá presentar constancia de la respectiva matrícula de 

comercio vigente o la certificación que pruebe en forma fehaciente que aquélla está en trámite de ser 

concedida o renovada. 

c) Los que comparezcan en representación de otra persona: Mediante la presentación del poder 

debidamente otorgado ante notario o credencial de nombramiento vigente, debidamente inscrita en el 

Registro de Comercio del CNR, cuando aplicare. 

Los documentos citados en los literales anteriores, deberán estar redactados en idioma castellano o 

debidamente traducidos a este idioma, de conformidad a la legislación salvadoreña. En caso de Oferentes o 

contratistas extranjeros cuyo país de origen sea suscriptor de la "Convención de la Haya de 1961, en lo referido 

a la Eliminación del Requisito de la Legalización de Documentos Públicos Extranjeros", deberán presentar la 

documentación debidamente apostillada y traducida al idioma castellano, si fuere necesario. En caso de no ser 

signatario del Convenio, deberá presentar dichos documentos conforme lo dispuesto en el Art. 334 del Código 

Procesal Civil y Mercantil y traducidos al idioma castellano, si fuere necesario, según lo establecido en la 

legislación pertinente. 

En los procesos de libre gestión, las participaciones conjuntas de Oferentes podrán presentar con su oferta 

el acuerdo de participación conjunta celebrado por escritura pública, o una carta compromiso de constitución; 

la escritura pública deberá formalizarse, si resultaren adjudicadas. 

Los posibles subcontratistas no deberán estar incapacitados ni impedidos para ofertar y contratar conforme 

a la Ley y será responsabilidad del contratista o subcontratista, en su caso, la comprobación, por medio de 

declaración jurada presentada ante la institución contratante, que los subcontratistas propuestos no incurren en 

tales situaciones. 

Los documentos podrán presentarse en originales o fotocopias, certificadas por notario. 

Una vez se encuentre completamente implementado y en funcionamiento el módulo de registro de 

Oferentes y Contratistas del Registro Nacional de Adquisiciones y Contrataciones de la Administración Pública, 

éste constituirá el registro único de Oferentes a ser utilizado por las instituciones contratantes. 

 

COMPROBACIÓN DE SOLVENCIA PARA OFERTAR Y CONTRATAR 

Art. 26.- Para efectos de comprobar su solvencia en el cumplimiento de las obligaciones fiscales, 

municipales, de seguridad social y previsional, los Oferentes y adjudicatarios deberán presentar en original: 



 

a) Solvencia tributaria vigente a la fecha de apertura de las ofertas; 

b) Solvencias de Seguridad Social vigentes a la fecha de apertura de las ofertas; 

c) Solvencias de Seguridad Previsional, vigentes a la fecha de apertura de las ofertas. En caso de no 

tener trabajadores a su cargo, deberá presentar constancia de las instituciones correspondientes, en 

la que se exprese que no tiene personal cotizante; y, 

d) Solvencia Municipal correspondiente al municipio del domicilio de la persona natural o jurídica, según 

Documento Único de Identidad o Escritura Pública de Constitución o Escritura Pública de la última 

modificación del pacto social, respectivamente, vigente a la fecha de apertura de las ofertas. 

Toda solvencia será emitida por los mecanismos que las instituciones emisoras establezcan y además, 

podrá estar sujeta a verificación con éstas. 

En los procesos de libre gestión, bastará que el Oferente o contratista manifieste por escrito su capacidad 

legal para ofertar y contratar, especificando que se encuentra solvente en sus obligaciones fiscales, municipales, 

de seguridad social y previsional, sin perjuicio que la Institución les requiera las solvencias originales en 

cualquier momento. No obstante lo anterior, deberá presentarse solvencia tributaria, cuando por las 

características de la obra, bien o servicio requerido, por la falta de inmediatez en la entrega o por ser 

obligaciones de cumplimiento o tracto sucesivo, no se elabore orden de compra, sino un contrato. 

En los procesos de contratación directa por estado de emergencia, calamidad, desastre, guerra o grave 

perturbación del orden, o se hubiese dado un calificativo de urgencia, también podrán acreditarse las solvencias 

por las formas tradicionales o a través de una declaración jurada ante notario; las solvencias vigentes del 

cumplimiento de obligaciones fiscales, de seguridad social, previsional y municipales, deberán ser presentadas 

al momento de la firma del contrato respectivo. 

 

CAPÍTULO III 

DE LA PRECALIFICACIÓN 

 

OBJETO DE LA PRECALIFICACIÓN 

Art. 27.- La precalificación tiene por objeto dotar a las instituciones de un mecanismo de preselección de 

los potenciales Oferentes que cuenten con la experiencia y capacidad financiera específica y relevante para el 

proyecto de que se trate, a fin de asegurar la idoneidad de una persona natural o jurídica para contratar con las 

instituciones. 

La precalificación se hará mediante la recolección y análisis de datos que permitan estimar la solvencia 

financiera, así como la capacidad técnica y profesional y la existencia de capacidad legal, dependiendo del tipo 

de obligación a suscribir. 

Para proceder a la precalificación, no se deberán establecer requisitos que impidan o dificulten la libre 

competencia y la igualdad de los postulantes o aspirantes, excepto aquéllos que tengan incapacidades, 

impedimentos o inhabilidades determinados por la Ley. 

 

PROCEDIMIENTO BÁSICO DE PRECALIFICACIÓN 

Art. 28.- Para la precalificación, se deberán elaborar bases que definan los requisitos de participación, los 

criterios para la evaluación de las propuestas o expresiones de interés, así como deberán explicar la manera 

en que se aplicarán estos criterios, con base en parámetros objetivos, mensurables o cuantificables y no 

arbitrarios. En esta etapa, no se presentará ni evaluará oferta económica alguna. 

Iniciado el procedimiento, los Oferentes presentarán la documentación e información requerida en las 

bases. 



 

La UACI, utilizando los criterios de evaluación establecidos en las bases de la precalificación, determinará 

los Oferentes que califiquen como elegibles para participar en la Licitación o Concurso y emitirá un informe en 

el cual se recomiende al titular aprobar o rechazar la precalificación de los interesados. 

El resultado de la precalificación será comunicado a cada uno de los participantes. 

 



 

Art. 33.- Las garantías establecidas en el Art. 31 de la LACAP, serán emitidas a favor del Estado y Gobierno 

de El Salvador, en el Ramo correspondiente o a nombre del municipio o la respectiva Institución. 

Para que las garantías sean eficaces, deberán sujetarse, además de lo establecido en los instrumentos de 

contratación, a las disposiciones del Código de Comercio y demás leyes atinentes. 

En el caso de libre gestión, se exigirá garantía de cumplimiento de contrato cuando de manera excepcional, 

por las características de la obra, bien o servicio requerido, o por ser obligaciones de cumplimiento o tracto 

sucesivo, no se elabore orden de compra, sino un contrato formal. 

 

INSTRUMENTOS QUE ASEGUREN EL CUMPLIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES 

Art. 34.- Para asegurar el cumplimiento de obligaciones, la institución contratante deberá exigir las garantías 

necesarias, debiendo ser éstas fianzas o seguros. 



 

alguno de los Oferentes o contratistas no atendiera la solicitud en el término establecido en la Ley o en los 

instrumentos o documentos de contratación, se producirán las consecuencias allí establecidas. 

En todo caso, la ampliación del plazo o del monto de la garantía correspondiente, deberá ajustarse a la 

ampliación de los plazos del proceso de selección o de la ejecución de las obligaciones contractuales. 

 

PROCEDIMIENTO PARA PRORROGAR LAS GARA



 

f) El contratista deberá contar con una cuenta bancaria exclusiva para los gastos financiados con el 

anticipo en cada contrato que suscriba con las instituciones de la Administración. 

Para la devolución del anticipo, en el supuesto de la terminación anticipada del contrato, el saldo por 

amortizar se reintegrará a la Institución en el plazo que se establezca en los instrumentos de contratación. 

 



 

 

CONFIDENCIALIDAD DE LOS INSTRUMENTOS DE CONTRATACIÓN 

Art. 43.- Una vez elaborados los Instrumentos de Contratación, serán mantenidos bajo estricta 

confidencialidad, hasta la fecha en que se pongan a disposición de los interesados, a efecto de salvaguardar la 

igualdad de condiciones en que deben participar los Oferentes. 

 

MODALIDADES DE PRESENTACIÓN DE OFERTA O COTIZACIÓN (1) 

Art. 44.- En las distintas formas de contratación, las ofertas o cotizaciones deberán presentarse, a través 

de una de las siguientes modalidades: (1) 

1. 



 

Art. 45.- Las ofertas se recibirán en la forma, fecha, lugar y hora indicada en los instrumentos de 

contratación, bajo cualquiera de las modalidades establecidas en el presente Reglamento. 

Al momento de recibir las ofertas en formato físico, el Jefe UACI o







 

establezca la modalidad de presentación de oferta o cotización física, deberá finalizar el plazo para presentarlas, 

para que puedan ser abiertas y puestas a disposición de dicha Comisión. (1) 

 

LEVANTAMIENTO DE ACTA DE APERTURA PÚBLICA DE OFERTAS 

Art. 52.- Al finalizar el proceso de la apertura de las ofertas, se elaborará un acta en la que se hará constar 

la información siguiente: 

a) Nombre de la persona natural o jurídica Oferente; 

b) Nombre y documento de identificación personal del representante del Oferente, si lo hubiere; 

c) Monto de la oferta presentada; 

d) Monto de la garantía de mantenimiento de oferta; 

e) Las ofertas excluidas de pleno derecho, de conformidad al Art. 53 de la LACAP; y, 

f) Cualquier otra situación que se necesite reflejar en el acto de apertura. 

El acta será firmada por el Jefe de la UACI o la persona que éste designe, los funcionarios o empleados 

asistentes, los Oferentes y los representantes de los Oferentes, presentes en el acto, a quienes se les entregará 

copia de la misma; la omisión de la firma por los Oferentes, no invalidará el contenido y efecto del acta. 

 

SUBSANACIÓN DE ERRORES U OMISIONES EN LAS OFERTAS 

Art. 53.- En caso que en la presentación de la oferta, el Oferente incurra en errores u omisión de algunos 

documentos que se establezcan como subsanables en las bases, conforme lo dispuesto en el Art. 44, letra v) 

de la Ley, la CEO solicitará al Jefe UACI que requiera por escrito la subsanación o los documentos que deberán 

agregarse o completarse en el plazo establecido. En caso de no subsanarse oportunamente, la oferta no se 

tomará en cuenta para continuar con el proceso de evaluación, denominando al Oferente no elegible para 

continuar la evaluación. 

 

EVALUACIÓN DE LAS MICRO, PEQUEÑAS Y MEDIANAS EMPRESAS NACIONALES 

Art. 54.- En la determinación de los factores de evaluación, deberá tenerse en cuenta la facilitación de 

participación de las micro, pequeñas y medianas empresas nacionales, conforme lo dispuesto en la Ley y el 

presente Reglamento. 

 

CRITERIOS DE EVALUACIÓN DE LA CAPACIDAD TÉCNICA 

Art. 55.- Los criterios de evaluación de la capacidad técnica en las adquisiciones y contrataciones, podrán 

ponderarse teniendo en cuenta los conocimientos técnicos y experiencia del Oferente, cuando la naturaleza de 

la contratación así lo requiera, lo que podrá acreditarse según el objeto del contrato, por uno o varios de los 

medios siguientes: 

a) Para el personal: por medio de la documentación que acredite la capacidad académica, profesional, 

técnica o cientí



 

garantías; así como muestras, descripciones y fotografía de los productos a suministrar, cuando sea 



 

 

SOLICITUD DIRECTA DE COTIZACIÓN 

Art. 59.- Cuando por el monto de la adquisición, se solicite directamente la cotización o presentación de la 

oferta a un solo proveedor, el Jefe UACI o la persona que éste designe, podrán seleccionar al Oferente del 

banco de información o Registro correspondiente, atendiendo en cualquier caso a criterios objetivos, tales como, 

la especialidad de la obra, bien o servicio, capacidad del Oferente, entre otros. 

 

OFERENTE ÚNICO O MARCAS ESPECÍFICAS 

Art. 60.- Cuando para la adquisición de la obra, bien o servicio, exista un Oferente único o cuando la 

necesidad sólo pueda suplirse a través de marcas específicas y los montos a adquirir encajen en los que habilita 

la libre gestión, la autoridad competente o su designado emitirá resolución razonada en la que se haga constar 

tal circunstancia. 

En dicho caso, se solicitará la oferta al proveedor que corresponda, siempre que se cuente con capacidad 

para contratar de conformidad con la Ley y las obras, bienes o servicios cumplan con las condiciones requeridas. 

 

CONVOCATORIA EN LIBRE GESTIÓN PARA CASOS EN QUE DEBA GENERARSE COMPETENCIA 

Art. 61.- Cuando por el monto de la adquisición deba generarse competencia en la selección de los 

potenciales oferentes, el Jefe UACI tendrá que asegurar la competencia entre al menos tres proveedores, 

realizando la convocatoria en el Sistema Electrónico de Compras Públicas habilitado para ello, a fin que, a través 

de dicho sistema se notifique a los proveedores registrados para que puedan ofertar las obras, bienes o 

servicios; el Jefe UACI también podrá seleccionar directamente al menos tres potenciales Oferentes idóneos 

del banco de información o registro respectivo, atendiendo a criterios objetivos, tales como, la especialidad de 

la obra, bien o servicio, capacidad del oferente, entre otros, para requerirles que presenten las respectivas 

ofertas. 

 

EVALUACIÓN DE OFERTAS 

Art. 62.- En caso que el titular decida conformar una Comisión de Evaluación de Ofertas, se estará a lo 

dispuesto en el Art. 20 de la Ley. 

La CEO analizará y evaluará las ofertas conforme lo dispuesto en la Ley y el presente Reglamento y 

elaborará el informe, señalando la oferta que resultó mejor evaluada, haciendo la recomendación que 

corresponda. 

Si el titular no conforma la CEO y se recibiere más de una oferta, el Jefe UACI o la persona que éste 

designe, elaborará un cuadro comparativo en el cual se consignará, entre otros, el cumplimiento a las 

especificaciones requeridas y el precio o monto ofertado, de maner







 

Art. 72.- La resolución sobre admisibilidad o rechazo de cualquier recurso, deberá proveerse dentro de los 

tres días hábiles siguientes a partir del día de la recepción del mismo. 

Mediante la resolución que admite el recurso, se mandará a oír, dentro del plazo de tres días, contados a 

partir del día siguiente a la respectiva notificación, a los terceros que puedan resultar perjudicados con el acto 

que lo resuelve. 

 

COMISIÓN ESPECIAL DE ALTO NIVEL 

Art. 73.- La Comisión Especial de Alto Nivel a que se refiere el Art. 77, inciso segundo de la Ley, deberá 

estar conformada por las personas idóneas para cada caso; no necesariamente deben pertenecer a la 

Institución y en ningún caso podrán ser las mismas que conformaron la Comisión de Evaluación de Ofertas. 

La integración de dicha Comisión Especial deberá ser diferente para cada recurso, según la naturaleza de 

las obras, bienes o servicios a contratar. 

 

TÍTULO V 

DE LOS CONTRATOS EN GENERAL 

 

CAPÍTULO I 

EJECUCIÓN DE LOS CONTRATOS 

 

ATRIBUCIONES Y NOMBRAMIENTO DEL ADMINISTRADOR DEL CONTRATO 

Art. 74.- Conforme lo dispuesto en el Art. 82-Bis de la Ley, el administrador de contrato tendrá además, las 

siguientes atribuciones: 

a) Emisión de la orden de inicio correspondiente; 

b) La aprobación del plan de utilización de anticipo, al igual que la fiscalización de utilización del mismo. 

Para tales efectos, deberá informar a la UACI, la que a su vez informará al titular, en caso de 

comprobarse un destino distinto al autorizado. 

A efectos de facilitar u operativizar los nombramientos de administradores de contratos en las adquisiciones 

o contrataciones por libre 



 

PRÓRROGA DE PLAZO POR CAUSAS NO IMPUTABLES AL CONTRATISTA 

Art. 76.- Cuando el contratista solicite prórroga por incumplimiento en el plazo por razones de caso fortuito 

o fuerza mayor, equivalente al tiempo perdido, deberá exponer por escrito a la institución contratante las razones 

que le impiden el cumplimiento de sus obligaciones contractuales en el plazo original y presentará las pruebas 

que correspondan. 

El titular, mediante resolución razonada, acordará o denegará la prórroga solicitada. 

 

ACTA DE RECEPCIÓN 

Art. 77.- Corresponde a los administradores de contrato elaborar y suscribir, conjuntamente con el 

contratista, las actas de recepción total o parcial, provisional o definitiva, de las adquisiciones o contrataciones 

de obras, bienes y servicios, las que tendrán como contenido mínimo lo siguiente: 

a) Lugar, día y hora de la recepción; 

b) Nombre del proveedor o contratista que hace la entrega; 

c) Fecha y referencia del contrato o de la orden de compra; 

d) 



 





 

b) Los trabajos de infraestructura agropecuaria, tales como: adecuación parcelaria, obras de riego y 

drenaje, canales de distribución, obras de protección; 

c) Obras de protección y mitigación de fenómenos naturales; y, 

d) Las obras públicas preventivas y todas aquellas obras necesarias para atender los casos relacionados 

con Estados de Emergencia, que busquen mitigar riesgos, restablecer conexiones viales o realizar 

cualquier obra o construcción necesaria para reducir la vulnerabilidad frente a fenómenos naturales. 

 

CAPÍTULO II 

CONTRATO DE SUMINISTRO 

 

SUMINISTRO DE BIENES MUEBLES 

Art. 88.- Entre las adquisiciones de suministro de bienes muebles, quedan comprendidos: 

a) Bienes muebles que deban empotrarse, incorporarse, adherirse o destinarse a un inmueble, que sean 

complementarios para la realización de las obras públicas, o los que se suministren de acuerdo con lo 

pactado en los contratos de obras; 

b) Aquéllos en los que el contratista se obligue a entregar bienes de forma sucesiva, pactados por precio 

unitario, sin que la cuantía total se defina con exactitud en el contrato, por estar las entregas 

subordinadas a las necesidades de la Institución; 

c) Equipos y sistemas para tratamiento de información, sus dispositivos y licencias y la cesión del derecho 

de uso de estos últimos, así como de equipos y sistemas de comunicación; y, 

d) Los de fabricación, por los que la cosa o cosas que hayan de ser entregadas por el contratista, deban 

ser elaboradas con arreglo a características peculiares fijadas por la Institución, aun cuando ésta se 

obligue a aportar total o parcialmente los materiales requeridos. 

La Institución tiene la facultad de inspeccionar y de ser informada del avance del proceso de fabricación o 

elaboración del producto que haya de ser entregado como consecuencia del contrato. 

 

SUMINISTRO DE SERVICIOS 

Art. 89.- Constituyen suministro de servicios, aquellos contratos en los que su objeto, entre otros, pueda 

consistir en: 

a) Servicios de carácter técnico, profesional, económico, industrial, comercial o cualquier otro de 

naturaleza análoga, siempre que no se encuentren comprendidos en los contratos de consultoría; 

b) Los complementarios para el funcionamiento de la Institución, tales como, los de mantenimiento, 








